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Sr. S. de Vega, presidente y 
ponente 
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 16 de 
octubre de 2024, ha examinado el 
expediente de resolución del 
contrato menor de obras suscrito 
con la empresa qqqq, S.L., y a la 
vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 

Sr. Ramos Antón, consejero 
Sra. Ares González, consejera 
Sr. Herrera Campo, consejero 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
  

 

DICTAMEN 422/2024 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 12 de septiembre de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 

la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de resolución del 
contrato menor de obras de reparación de rampa de acceso a garajes y 
reparación de encintado de albardillas en cubiertas en el edificio administrativo 
de servicios múltiples situado en la Plaza cccc de xxx1, suscrito por la 
Consejería de Economía y Hacienda. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 19 de septiembre de 

2024, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 422/2024, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal y como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al consejero Sr. S. de Vega. 

 
Primero.- Por resolución de la Secretaría General de la Consejería de 

Economía y Hacienda de la Junta de Castilla y León de 7 de agosto de 2024, 
se inició el expediente para la resolución del contrato menor de obras de 
reparación de rampa de acceso a garajes y reparación de encintado de 
albardillas en cubiertas, en el edificio administrativo de servicios múltiples 
situado en la Plaza cccc. Este contrato fue adjudicado a la empresa qqqq, S.L. 
el 9 de mayo de 2024, por un importe de 42.349,76 euros. 
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En la resolución de inicio del procedimiento se hace referencia, como 

causa de resolución, a la prevista en el artículo 211.1.f) de la Ley 9/2017, de 
8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP) (“El incumplimiento de 
la obligación principal del contrato”), al haber renunciado expresamente el 
contratista a la ejecución del contrato.  

 
A este respecto, la resolución de inicio hace constar que “Con fecha 28 

de junio de 2024 se recibe por registro electrónico escrito de qqqq S.L. en el 
que se dice: `comunicarles que me han incluido como responsable subsidiario 
de un incumplimiento a la Seguridad Social en fecha posterior a la de la firma 
de la declaración responsable de este expediente´, así como también: 
`comunicarles la imposibilidad de realizar ningún trabajo hasta que no se me 
libere de esta carga y deuda que me impide garantizar el cumplimiento en los 
plazos de ejecución marcados´, siendo firmado por yyyy (…) en 
representación de qqqq S.L. A requerimiento de esta Administración, el 
adjudicatario del contrato, con fecha 31 de julio de 2024, presenta 
comunicaciones de la Tesorería General de la Seguridad Social, Dirección 
Provincial de xxx2, por las que se le notifica el embargo de créditos y derechos 
al respecto de varios expedientes de apremio instruidos por la Unidad de 
Recaudación Ejecutiva”. 
 

Segundo.- El 16 de agosto de 2024 el Servicio de Infraestructuras de 
la Secretaría General de la consejería emite informe en el que se muestra 
favorable a la resolución; califica el incumplimiento como culpable, sobre la 
base de que “en el presente expediente constan, por haberlo aportado la 
empresa previo requerimiento, notificaciones de la Tesorería General de la 
Seguridad Social de embargos de créditos y derechos a yyyy de fecha 7 de 
junio, por lo tanto, tal como se alega en el escrito de `renuncia´ del contrato, 
de fecha posterior a la presentación de la oferta para el presente contrato. 
Ahora bien, resulta lógico pensar, y en cualquier caso así se infiere del escrito 
de notificación del embargo, que previamente a esta notificación, yyyy habrá 
sido notificada de la existencia de la deuda, en periodo voluntario primero, y 
en apremio después, por lo que conocía, en el momento de presentar su oferta 
de la existencia de esas deudas. No siendo por tanto una causa sobrevenida e 
inimputable al contratista la que le imposibilita el cumplimiento del contrato 
en sus propios términos, cabe calificar el incumplimiento como `culpable´ con 
las consecuencias que para este tipo de incumplimientos el artículo 213.3 
LCSP, es decir, la exigencia a contratista de indemnización por los daños y 
perjuicios ocasionados”. Por último, el informe también efectúa diversas 
consideraciones en relación con la cuantificación de estos daños y perjuicios.  
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Tercero.- Concedido trámite de audiencia a la contratista, el 27 de 

agosto de 2024 D. yyyy, en representación de la empresa, presenta 
alegaciones en las que manifiesta de nuevo que “al incluir como responsable 
subsidiario de un incumplimiento a la seguridad social en fecha posterior a la 
de firma de la declaración responsable de este expediente, como se puede 
acreditar con las notificaciones que se adjuntan, y al no poder garantizar el 
cobro y pago de mis clientes y proveedores comunico la imposibilidad de 
realizar ningún trabajo hasta que se aclare la situación comunicada”. 
Acompaña a su escrito notificación efectuada a qqqq, S.L. el 7 de junio de 
2024 para el embargo de créditos y derechos por deudas a la Seguridad Social 
de D. yyyy. 
 

Cuarto.- El 27 de agosto de 2024 se formula propuesta de resolución 
del contrato por la causa expresada en la resolución de inicio del procedimiento.  

 
Quinto.- El 2 de septiembre de 2024 la Asesoría Jurídica de la Consejería 

de Economía y Hacienda informa favorablemente la propuesta de resolución.  
 
Sexto.- Tras este informe jurídico, que contiene una observación en 

relación con la indemnización de daños y perjuicios a abonar, se elabora nueva 
propuesta de resolución de 3 de septiembre de 2024. 
  
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),3º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento de resolución contractual se regula en el artículo 

191 de la LCSP, que establece como trámites preceptivos la audiencia al 
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contratista y, cuando se formule oposición por parte de éste, el dictamen del 
Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad 
Autónoma respectiva. Por su parte, el artículo 109.1.b) del Reglamento general 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real 
Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, (RGLCAP) impone la audiencia al avalista 
o asegurador cuando se propone la incautación de la garantía. 

 
Estos trámites se cumplimentan en el procedimiento. En particular, la 

oposición de la contratista se formula en escrito presentado el 27 de agosto 
de 2024. Por otra parte, según el citado artículo 109.1.b) del RGLCAP se debe 
conceder audiencia al avalista cuando se propone la incautación de la garantía, 
propuesta que, no obstante, no consta en este caso. 
 

La competencia para acordar la resolución del contrato y determinar sus 
efectos corresponde al órgano de contratación de acuerdo con los artículos 
190 y 212 de la LCSP y 109 del RGLCAP.  
 

Finalmente, no se aprecia la caducidad del procedimiento al no haber 
transcurrido el plazo máximo de resolución de ocho meses previsto en el 
apartado 2 de la disposición adicional primera de la Ley 1/2012, de 28 de 
febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, en la redacción 
dada por la Ley 1/2023, de 24 de febrero, de Medidas Tributarias, Financieras 
y Administrativas. Según la citada disposición “En el ámbito de la 
Administración General e Institucional de la Comunidad de Castilla y León, así 
como de las entidades locales de Castilla y León y de sus entidades vinculadas, 
el plazo máximo para resolver y notificar los procedimientos de resolución de 
los contratos celebrados por aquellas será de ocho meses contados desde la 
fecha del acuerdo de iniciación. Transcurrido este plazo sin que se haya dictado 
y notificado resolución expresa se producirá la caducidad en los términos 
previstos en el artículo 25.1 b) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas”. 
 

3ª.- En cuanto al fondo del asunto sometido a consulta, este versa 
sobre la resolución del contrato menor de obras de reparación de rampa de 
acceso a garajes y reparación de encintado de albardillas en cubiertas en el 
edificio administrativo de servicios múltiples situado en la Plaza cccc, suscrito 
entre la Consejería de Economía y Hacienda y qqqq, S.L. 

 
La causa de resolución sobre la que existe oposición del contratista, en 

la medida en que este solo refiere una imposibilidad temporal de ejecutar el 
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contrato y, por tanto, sobre la que se centra el presente dictamen, es la 
expresada en el artículo 211.1.f) de la LCSP.  

 
Dicho precepto considera causa de resolución “El incumplimiento de la 

obligación principal del contrato” que, en principio, cabe identificar con la 
prestación que constituya su objeto. Como manifestó el Consejo de Estado en 
su Dictamen 1116/2015, de 10 de marzo de 2016, al anteproyecto de la ley de 
contratos del sector público, con esta previsión, que carece de antecedentes 
en normas anteriores, la LCSP resuelve la dificultad interpretativa que 
planteaba el TRLCSP en los casos en los que los pliegos declaraban esenciales 
varias de las obligaciones accesorias imputables al contratista, pero omitían, 
sin embargo, esa calificación en lo que atañe al objeto mismo del contrato (la 
realización de la obra, la entrega del suministro o la prestación del servicio) 
por su obviedad. 

 
En segundo lugar, el artículo 211.1.f) establece, al igual que lo hiciera 

el artículo 223.f) del TRLCSP, que el contrato puede resolverse ante el 
incumplimiento por el contratista de las restantes obligaciones esenciales 
siempre que éstas últimas hubiesen sido calificadas como tales en los pliegos 
o en el correspondiente documento técnico descriptivo. Ahora bien, frente a la 
regulación anterior, la LCSP incorpora dos novedades, al exigir que concurran 
los requisitos siguientes: 

 
“1.º Que las mismas respeten los límites que el apartado 1 del 

artículo 34 establece para la libertad de pactos. 
 

»2.º Que figuren enumeradas de manera precisa, clara e 
inequívoca en los pliegos o en el documento descriptivo, no siendo admisibles 
cláusulas de tipo general”. 

 
A juicio del Consejo de Estado expresado en el mismo dictamen, con 

ello la Ley trata de impedir que el pliego del contrato “configure como 
obligaciones esenciales cuyo incumplimiento determine la resolución contractual 
todas las obligaciones asumidas por el contratista”. Así, a diferencia de las 
leyes precedentes, la LCSP no contiene ya una remisión genérica a otras 
posibles causas de resolución “establecidas expresamente en el contrato”, lo 
que supone que para que “este efecto extintivo pueda modularse en función 
de las características propias de cada contrato, la única opción remanente será 
la definición en el pliego de dichas obligaciones esenciales, lo que habrá de 
tenerse en cuenta en la confección del mismo”. 

 



 

6 
 

En el caso planteado, parece que debe dejarse al margen este segundo 
supuesto, puesto que la Administración no hace constar que los incumplimientos 
que invoca hayan sido calificados específicamente en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares (PCAP) como obligaciones esenciales. (No consta 
en el expediente remitido el citado PCAP). 

 
De este modo, la propuesta de resolución apela directamente al 

incumplimiento de la obligación principal del contrato, la cual, como se ha 
indicado, se identifica con el incumplimiento de la prestación objeto del mismo, 
es decir, las obras de reparación de distintos elementos del edificio 
administrativo de servicios múltiples mencionado. Señala la propuesta que “la 
renuncia a la ejecución del contrato suscrito debe ser considerado como causa 
de resolución del contrato por incumplimiento de la obligación principal”. 

 
A este respecto, el informe del Servicio de Infraestructuras de 16 de 

agosto de 2024, citado en el antecedente segundo de este dictamen, refiere 
que “La vigente (…) LCSP, no regula de manera expresa el concepto de renuncia 
a la ejecución de un contrato, por lo que resulta preciso en primer lugar 
establecer qué precepto de esta ley resulta de aplicación a la vista del contenido 
del escrito de renuncia al contrato suscrito con la Consejería de Economía y 
Hacienda.  

 
»Para ello, a falta de esa regulación expresa de la renuncia, 

resulta procedente acudir al informe 27/99, de 30 de junio, de la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa, relativo a la renuncia de una empresa 
a la ejecución de un contrato de obras. El informe citado indica lo siguiente: 
`A juicio de esta Junta Consultiva los términos en que aparece redactado el 
escrito de renuncia del adjudicatario no dejan duda de su intención de no 
ejecutar las obras, por imposibilidad de acometerlas se dice expresamente, 
por lo que, aunque no exista precepto expreso que configure la renuncia del 
contratista como causa de resolución debe entenderse que ello es debido, por 
aplicación de los principios generales de la contratación, a la consideración de 
la renuncia expresa como incumplimiento, no ya de los plazos de ejecución, 
sino de las obligaciones esenciales del contrato, entre las que con carácter 
principal figura la de ejecutar las obras objeto del contrato adjudicado´.  

 
»El Informe referido se refiere a una Ley de Contratos no vigente 

en la actualidad, pero puede considerarse aplicable a la vista de la LCSP, 
debido a que, al igual que sucedía con la norma vigente en el momento de 
emitir el informe 27/99, el concepto de renuncia no se encuentra regulado de 
forma expresa en la LCSP.  
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»Manifestada de forma expresa la voluntad del contratista de no 

ejecutar el contrato B2024/006483, atendiendo al criterio establecido por la 
Junta Consultiva se debe incardinar la renuncia formulada en el precepto del 
artículo 211.1.f) de la LCSP, relativo a la resolución de los contratos por 
`incumplimiento de la obligación principal del contrato´, ya que, como también 
afirma la Junta Consultiva en el informe citado ̀ debe afirmarse que la renuncia 
expresa del contratista, sin perjuicio de otras, constituye causa de resolución 
del contrato, sin que sea necesario esperar a la demora en la ejecución para 
acordar la resolución´”. 
 

El artículo 189 de la LCSP establece con carácter general la vinculación 
al contenido contractual, al señalar que “Los contratos deberán cumplirse a 
tenor de sus cláusulas, sin perjuicio de las prerrogativas establecidas por la 
legislación en favor de las Administraciones Públicas”. De acuerdo con ello, la 
imposibilidad de realizar trabajo alguno comunicada por el contratista, no 
puede sino considerarse como incumplimiento de la obligación principal del 
contrato, cuyo objeto es la ejecución de determinadas obras de reparación y, 
por tanto, permite apreciar la procedencia de la resolución por la causa prevista 
en el artículo 211.1.f) de la LCSP.  

 
La oposición por la causa que alega el contratista no puede enervar esta 

conclusión. En este sentido, la propuesta de resolución señala que “Como ya 
se indicó expresamente en el informe (…) emitido por el Servicio de 
Infraestructuras, a pesar de que la fecha de comunicación del embargo es 
posterior a la de formulación de la oferta, y considerando que el deudor a la 
seguridad social es el propio D. yyyy, gerente de qqqq, resulta necesario 
concluir que D. yyyy conocía la deuda que él mismo mantiene con la Seguridad 
Social previamente a la formulación de la oferta, por lo que no puede 
considerarse como circunstancia sobrevenida que le impida ejecutar el 
contrato.  

 
»Además de lo anterior, el escrito de embargo de la Seguridad 

Social declara embargados los `créditos o pagos que debe efectuar al deudor 
la entidad pagadora qqqq SL´. (…) de la literalidad del escrito parece 
desprenderse que la ejecución del contrato B2024/006483 no se hubiera visto 
afectado por el embargo de la Seguridad Social, al no suponer ningún crédito 
o pago a favor de D. yyyy, sino que generaría un ingreso por la cantidad a 
abonar por la Consejería de Economía y Hacienda, y unas obligaciones de pago 
a proveedores o trabajadores de qqqq”. 
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Como se desprende ahora del tenor del artículo 211.1.f) de la LCSP, la 
esencialidad del cumplimiento de la obligación principal del contrato no precisa 
de la calificación como tal en el PCAP. Como señalaba en relación con la 
regulación del TRLCSP el Dictamen 352/2015, de 8 de mayo, del Consejo de 
Estado, cuando el incumplimiento se refiere a la obligación que constituye el 
objeto mismo del contrato, no es necesario que se haya calificado expresamente 
como tal en el pliego, pues su carácter esencial se deduce del propio contrato. 

 
La resolución por incumplimiento de obligaciones esenciales “podría ser 

apreciada de forma automática, en tanto que en resoluciones por incumplimientos 
graves del contratista, corresponde a la Administración, motivando su decisión, 
identificar y calificar dichos incumplimientos”. Así lo indicaba el Dictamen 
533/2012, de 22 de noviembre, de este Consejo Consultivo, con cita del 
Informe 12/2011, de 12 de septiembre, de la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón (en el mismo sentido, 
Dictamen 142/2023, de 20 de abril, de este Consejo). 

 
De acuerdo con ello y con las demás consideraciones expuestas, cabe 

concluir que resulta procedente la resolución del contrato al amparo del 
artículo 211.1. f) de la LCSP. 

 
4ª.- Con carácter general, el incumplimiento culpable del contratista 

provoca, como efecto de la resolución, la incautación de la garantía 
constituida, en los términos previstos en el artículo 110.d) de la LCSP, y la 
indemnización de los daños y perjuicios que hayan podido ocasionarse a la 
Administración contratante por la actuación del contratista, en lo que exceda 
de dicha garantía, de conformidad con el artículo 213.3 de la LCSP. Todo ello 
sin perjuicio de la liquidación de la obra ejecutada que proceda conforme al 
artículo 246.1 de la LCSP: “La resolución del contrato dará lugar a la 
comprobación, medición y liquidación de las obras realizadas con arreglo al 
proyecto, fijando los saldos pertinentes a favor o en contra del contratista (…)”. 

 
El mencionado artículo 213.3 de la LCSP ha de ponerse en relación con 

el 113 del RGLCAP, que dispone que “En los casos de resolución por 
incumplimiento culpable del contratista, la determinación de los daños y 
perjuicios que deba indemnizar éste se llevará a cabo por el órgano de 
contratación en decisión motivada previa audiencia del mismo, atendiendo, 
entre otros factores, al retraso que implique para la inversión proyectada y a 
los mayores gastos que ocasione a la Administración”.  
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Para su fijación, si procede, deberá tenerse en cuenta la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo, que ya en sentencia de 9 de diciembre de 1980 declaró 
que “(…) debiendo tenerse presente en esta materia de indemnización de 
daños y perjuicios la constante jurisprudencia que exige al que pretende hacer 
efectivo tal derecho que acredite la existencia real y efectiva de los daños, 
pues sólo podrán ser tomados en consideración aquellos perjuicios efectivos 
sufridos que estén suficientemente demostrados por cálculos obtenidos de 
datos fundados en valores reales y no meramente hipotéticos de resultados 
posibles pero no seguros”. 

 
En atención a las circunstancias que puedan afectar a la financiación 

del contrato, cabe citar finalmente, el Dictamen 1.450/2003, de 26 de junio, 
del Consejo de Estado, según el cual “Para la concreta determinación de los 
daños y perjuicios, sin embargo, deberá incoarse un expediente contradictorio 
con audiencia al contratista a fin de que se individualicen los daños sufridos 
por el Ayuntamiento con cuantificación de los correspondientes perjuicios, 
incluyendo como partidas computables las subvenciones que la Entidad Local 
Menor haya podido perder como consecuencia de los retrasos imputables al 
contratista en la ejecución de las obras”. 

 
En todo caso, en el supuesto planteado debe tenerse en cuenta que no 

consta prestada ni se ha propuesto la incautación de la garantía (ni se dio por 
ello audiencia al avalista o asegurador), por lo que el crédito que corresponda 
a la Administración en concepto de una eventual indemnización de daños no 
podría satisfacerse con cargo a aquella. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede resolver el contrato menor de obras de reparación de rampa 
de acceso a garajes y reparación de encintado de albardillas en cubiertas en 
el edificio administrativo de servicios múltiples situado en la Plaza cccc de xxx1, 
suscrito por la Consejería de Economía y Hacienda con la empresa qqqq, S.L. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


